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1. Conforme al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, constituye un ámbito de 

competencias compartidas entre la Unión y los Estados miembros: 
a) La unión aduanera. 
b) La política comercial común. 
c) La política monetaria de los Estados miembros cuya moneda es el euro. 
d) El mercado interior. 
 

2. El acto jurídico de las instituciones de la Unión Europea que obliga a los Estados miembros 
destinatarios en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando a las autoridades de estos 
últimos la elección de la forma y de los medios, se denomina: 
a) Reglamento. 
b) Directiva. 
c) Decisión. 
d) Recomendación. 
 

3. Las Cortes de Castilla-La Mancha no podrán ser disueltas antes del término natural de la 
legislatura: 
a) Cuando se encuentre convocado un proceso electoral estatal. 
b) Antes de que transcurra el plazo de dos años desde la última disolución anticipada. 
c) Cuando se haya votado favorablemente una cuestión de confianza. 
d) En ningún caso, al no estar prevista su disolución anticipada en el Estatuto de Autonomía de 

Castilla-La Mancha. 
 

4. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y del 
Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, el ejercicio de las funciones de Secretaria o 
Secretario del Consejo de Gobierno corresponderá a: 
a) La persona titular de la Vicepresidencia. 
b) La persona titular de la Consejería competente en materia de administraciones públicas. 
c) El miembro del Consejo de Gobierno de mayor edad. 
d) La persona designada al efecto por el Presidente o Presidenta del Consejo de Gobierno. 
 

5. Conforme a la normativa sobre calidad de los servicios públicos de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha, las quejas sobre el funcionamiento de los servicios de la Administración de 
la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha podrán ser presentadas: 
a) Por cualquier persona, física o jurídica, debidamente identificada. 
b) Por cualquier persona, física o jurídica, sin necesidad de identificarse. 
c) Únicamente por personas físicas con capacidad de obrar. 
d) Únicamente por personas físicas residentes en Castilla-La Mancha. 
 

6. ¿Cuál es la provincia de Castilla-La Mancha con menor densidad de población por kilómetro 
cuadrado? 
a) Albacete. 
b) Ciudad Real. 
c) Cuenca. 
d) Guadalajara. 
 

7. Los instrumentos de participación ciudadana consistentes en espacios de diálogo abiertos y 
presenciales para la deliberación, propuesta y evaluación de políticas públicas o asuntos de 
interés social, previstos en la Ley de Participación de Castilla-La Mancha, se denominan: 
a) Aportaciones ciudadanas. 
b) Foros de participación. 
c) Recogida de datos. 
d) Reuniones de contraste. 
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8. Conforme a lo dispuesto en la Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno 
de Castilla-La Mancha, indique cuál de las siguientes afirmaciones, relativas al derecho de 
acceso, es correcta: 
a) El ejercicio del derecho de acceso a la información pública en poder de la Administración de la 

Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha está reservado a quienes acrediten un interés 
legítimo al efecto. 

b) Las solicitudes de acceso a la información pública referidas a informes preceptivos podrán ser 
inadmitidas en virtud del carácter de documentación auxiliar o de apoyo de tales informes. 

c) Podrán ser objeto de inadmisión las solicitudes de acceso a información para cuya divulgación se 
requiera una acción previa de reelaboración aunque dicha acción se limite a un tratamiento 
informatizado de uso corriente. 

d) En los procedimientos relativos al derecho de acceso, el transcurso del plazo máximo para resolver 
sin que se haya dictado y notificado resolución expresa producirá efectos desestimatorios. 

 
9. A efectos de lo dispuesto en la Ley 12/2010, de 18 de noviembre, de igualdad entre mujeres y  

hombres de Castilla-La Mancha, se entiende por participación equilibrada: 
a) La presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de 

cada sexo no superen el 60 por ciento ni sean menos del 40 por ciento. 
b) La presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de 

cada sexo representen en todo caso el 50 por ciento. 
c) Una diferencia de presencia entre mujeres y hombres, en el conjunto a que se refiera, que no sea 

superior al 25 por ciento. 
d) Una diferencia de presencia entre mujeres y hombres, en el conjunto a que se refiera, que no sea 

superior al 30 por ciento. 
 

10. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de 
los menores de edad: 
a) No podrá fundarse en ningún caso en el consentimiento propio o de terceros, sino únicamente en el 

cumplimiento de una obligación legal. 
b) No podrá fundarse en ningún caso en su mero consentimiento, siendo siempre necesario, a tal 

efecto, el consentimiento de quienes ejerzan la patria potestad o tutela. 
c) Podrá fundarse en su consentimiento únicamente cuando sean mayores de 16 años o menores 

emancipados. 
d) Podrá fundarse en su consentimiento cuando sea mayores de 14 años, excepto en los supuestos 

en que la ley exija la concurrencia de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración 
del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se requiere el consentimiento del tratamiento. 

 
11. El control externo de la actividad económico-financiera del sector público de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha se lleva a cabo por: 
a) La Intervención General de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
b) La Consejería competente en materia de hacienda. 
c) La Sindicatura de Cuentas de Castilla-La Mancha, sin perjuicio de las competencias atribuidas al 

Tribunal de Cuentas por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. 
d) El Tribunal de Cuentas. 
 

12. Según la Constitución, las disposiciones del gobierno que contengan legislación delegada 
recibirán el título de: 
a) Decretos-Leyes. 
b) Decretos Legislativos. 
c) Leyes de Bases. 
d) Leyes Delegadas. 
 

13. Conforme al artículo 1 del Código Civil, relativo a las fuentes del derecho: 
a) Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad tendrán 

la consideración de costumbre. 
b) La costumbre regirá en defecto de ley aplicable, aún contra el orden público, siempre que resulte 

probada. 
c) La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, 

establezcan los juzgados y tribunales al interpretar y aplicar la ley. 
d) Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley y con preferencia a lo que se 

derive de la costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. 
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14. Las disposiciones administrativas que vulneren otras disposiciones administrativas de rango 
superior: 
a) Son nulas de pleno derecho y su nulidad se puede declarar, de oficio por la Administración o a 

solicitud del interesado, previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
autonómico si lo hubiere, siempre que no hayan transcurrido cuatro años desde entrada en vigor. 

b) Son anulables y su anulación exige la previa declaración de lesividad y su posterior impugnación 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

c) Son nulas de pleno derecho y su nulidad se puede declarar en cualquier momento, de oficio por la 
Administración, previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo autonómico si 
lo hubiere. 

d) Son anulables y su anulación se puede llevar a cabo en cualquier momento, de oficio por la 
Administración, previo dictamen preceptivo pero no vinculante del Consejo de Estado u órgano 
consultivo autonómico si lo hubiere. 

 
15. La delegación de firma, regulada en la Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público: 
a) Altera la competencia del órgano delegante y para su validez no es necesaria su publicación. 
b) No altera la competencia del órgano delegante y para su validez es necesaria su publicación. 
c) Altera la competencia del órgano delegante y para su validez es necesaria su publicación. 
d) No altera la competencia del órgano delegante y para su validez no es necesaria su publicación. 
 

16. ¿Cuál de los siguientes motivos constituye causa de abstención en el procedimiento 
administrativo? 
a) Tener relación personal con el administrador de la sociedad o entidad interesada. 
b) Tener vínculo de consanguinidad dentro del cuarto grado con un asesor de la persona interesada, 

aún cuando dicho asesor no intervenga en el procedimiento. 
c) No tener interés personal en el asunto de que se trate, pero sí en otro en cuya resolución pueda 

influir la de aquél. 
d) Haber prestado servicios profesionales a una persona directamente interesada en el asunto cuatro 

años antes del inicio del procedimiento. 
 

17. Dentro de los principios que rigen las relaciones interadministrativas, el deber general de las 
Administraciones Públicas de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro de 
fines comunes, responde al principio de: 
a) Solidaridad interterritorial. 
b) Coordinación. 
c) Cooperación. 
d) Colaboración. 
 

18. Las Administraciones Públicas requerirán el uso obligatorio de la firma de los interesados en los 
procedimientos administrativos para: 
a) Realizar cualquier actuación en el procedimiento administrativo, salvo que dichas actuaciones se 

excluyan expresamente de la necesidad de firma del interesado. 
b) Presentar alegaciones durante el trámite de audiencia. 
c) Interponer recursos. 
d) Formular quejas y sugerencias. 
 

19. ¿Cuál de los siguientes elementos aparece relacionado en el artículo 10 de la Constitución entre 
los que constituyen el fundamento del orden político y de la paz social? 
a) El libre desarrollo de la personalidad. 
b) La interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 
c) La justicia del orden económico y social. 
d) La irretroactividad de las normas no favorables. 
 

20. ¿Cuál de los siguientes derechos es susceptible de protección mediante el recurso de amparo 
ante el Tribunal Constitucional? 
a) El derecho a la propiedad privada. 
b) El derecho a la negociación colectiva laboral. 
c) El derecho de asociación. 
d) El derecho a la protección de la salud. 
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21. Son susceptibles de recurso previo de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional: 
a) Los proyectos de Decretos-Leyes. 
b) Los proyectos de Ley Orgánica, cualquiera que sea su contenido. 
c) Los proyectos de reforma de los Estatutos de Autonomía. 
d) Los proyectos de legislación delegada. 
 

22. Las resoluciones administrativas de carácter particular: 
a) No podrán vulnerar, en ningún caso, lo establecido en una disposición de carácter general. 
b) Únicamente podrán contravenir lo dispuesto en una disposición de carácter general cuando se 

dicten en el ejercicio de potestades regladas. 
c) Solo podrán contravenir lo dispuesto en una disposición de carácter general cuando se dicten en el 

ejercicio de potestades discrecionales. 
d) Podrán contravenir lo dispuesto en una disposición de carácter general cuando sean dictadas por 

un órgano de superior jerarquía al que dictó la disposición general. 
 

23. Conforme a lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, incurren en vicio de anulabilidad los actos de las 
Administraciones Públicas que: 
a) Tengan un contenido imposible. 
b) Sean dictados por órgano jerárquicamente incompetente. 
c) Lesionen derechos susceptibles de amparo constitucional. 
d) Sean dictados como consecuencia de una infracción penal. 
 

24. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones, relativas a los actos administrativos, es correcta?: 
a) La convalidación de los actos administrativos anulables producirá efectos de su fecha, sin que en 

ningún caso dicha convalidación pueda producir efecto retroactivo alguno. 
b) La nulidad de un acto implicará la de los sucesivos en el procedimiento aunque sean 

independientes de aquél. 
c) La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas implicará en 

todo caso su anulabilidad. 
d) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de 

aquellos actos cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción. 
 

25. La comparecencia en el trámite de información pública abierto por la Administración dentro de 
un determinado procedimiento: 
a) Conlleva el derecho a ser indemnizado por cualesquiera gastos que pudieran derivarse de su 

comparecencia en dicho trámite, incluido el coste del asesoramiento técnico o jurídico que se 
hubiese utilizado a tal efecto. 

b) Otorga por sí misma la condición de interesado. 
c) No otorga por si misma la condición de interesado, ni derecho alguno a obtener respuesta a las 

alegaciones u observaciones presentadas en dicho trámite. 
d) No otorga por si misma la condición de interesado, pero si el derecho a obtener respuesta a las 

alegaciones u observaciones presentadas en dicho trámite. 
 

26. En relación con la regulación de las medidas provisionales prevista en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indique cual 
de las siguientes afirmaciones es correcta: 
a) La adopción de medidas provisionales solo es posible una vez iniciado el procedimiento. 
b) La adopción de cualquier medida provisional exigirá, en todo caso, la previa constitución de 

garantía por parte de la Administración actuante, destinada a asegurar la reparación del daño que 
tal medida pueda ocasionar. 

c) La adopción de medidas provisionales puede llevase a cabo tanto de oficio como a instancia de 
parte. 

d) Las medidas provisionales solo podrán ser alzadas en la resolución que ponga fin al procedimiento, 
sin perjuicio de su posible modificación durante la tramitación del mismo, en virtud de 
circunstancias sobrevenidas. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

Página 5 de 16 
CUERPO	
  SUPERIOR	
  -­‐	
  JURÍDICA	
  -­‐	
  L	
  CUERPO	
  SUPERIOR	
  -­‐	
  JURÍDICA	
  -­‐	
  L	
  

27. Señale cuál de las siguientes afirmaciones, relativas a la tramitación simplificada del 
procedimiento administrativo común, es correcta: 
a) La tramitación simplificada del procedimiento debe fundarse exclusivamente en razones de interés 

público apreciadas por la Administración actuante. 
b) Contra la desestimación de la solicitud de tramitación anticipada del procedimiento formulada por el 

interesado, cabrá la interposición de recurso de alzada ante el órgano superior jerárquico a aquél 
que acordó la desestimación. 

c) Si alguno de los interesados en el procedimiento manifestase su oposición expresa a la tramitación 
simplificada del procedimiento acordada de oficio por la Administración, esta última estará obligada 
a seguir la tramitación ordinaria. 

d) El plazo para la resolución de los procedimientos administrativos tramitados de manera simplificada 
será de treinta días a contar desde la notificación al interesado del acuerdo de tramitación 
anticipada, con independencia del tiempo que restase para la tramitación ordinaria del 
procedimiento. 

 
28. Conforme a lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, entre los principios de buena 
regulación en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria se incluyen los 
siguientes: 
a) Los principios de eficacia, eficiencia y transparencia. 
b) Los principios de necesidad, oportunidad y seguridad jurídica. 
c) Los principios de congruencia, eficacia y transparencia. 
d) Los principios de simplificación, oportunidad y proporcionalidad. 
 

29. Las resoluciones administrativas que pongan fin al procedimiento sancionador: 
a) Serán inmediatamente ejecutivas, aun cuando las mismas sean susceptibles de recurso en vía 

administrativa. 
b) Serán inmediatamente ejecutivas cuando pongan fin a la vía administrativa, aun cuando sean 

susceptibles de recurso potestativo de reposición. 
c) Serán ejecutivas cuando no quepa contra ellas recurso ordinario en vía administrativa, aun siendo 

susceptibles de recurso contencioso-administrativo. 
d) Solo serán ejecutivas cuando adquieran definitiva firmeza, por no ser susceptibles de recurso 

ordinario alguno en vía administrativa ni de recurso contencioso-administrativo. 
 

30. Indique cual de las siguientes afirmaciones, relativas a la abstención y la recusación en el 
procedimiento administrativo, es cierta: 
a) La recusación promovida por los interesados suspenderá el plazo máximo legal para resolver y 

notificar la resolución del procedimiento, desde que se plantee hasta que sea resuelta por el 
superior jerárquico del recusado. 

b) La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que 
concurran motivos de abstención implicará en todo caso la invalidez de los actos en que hayan 
intervenido. 

c) Contra las resoluciones adoptadas en materia de recusación cabrá la interposición de recurso de 
alzada ante el órgano superior jerárquico del que las dictó o de reposición si las resoluciones de 
este último ponen fin a la vía administrativa. 

d) Cuando el recusado niegue la causa de recusación, no podrá ser apartado en ningún caso de su 
intervención en el procedimiento por el órgano competente para resolver sobre la recusación. 

 
31. La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, excluye 

expresamente del conocimiento del orden jurisdiccional contencioso-administrativo: 
a) Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho Público, aun adoptados en el ejercicio 

de funciones públicas. 
b) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. 
c) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración Pública. 
d) Los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación de los demás contratos 

sujetos a la legislación de contratación de las Administraciones Públicas. 
 

32. Dentro del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, el ejercicio de la potestad para hacer 
ejecutar las sentencias judiciales corresponde: 
a) Al Juzgado o Tribunal que haya declarado la sentencia como definitiva. 
b) Al Juzgado o Tribunal que resuelva el recurso de apelación, cuando este último hubiera sido 

interpuesto. 
c) Al Juzgado o Tribunal que haya conocido del asunto en primera o única instancia. 
d) A la Administración Pública cuyo acto o inactividad hubiera sido objeto de la sentencia. 
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33. Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán, en única o primera instancia, según 
lo dispuesto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, de: 
a) Los recursos que se deduzcan frente a los actos de las entidades locales, excluidas las 

impugnaciones de cualquier clase de instrumentos de planeamiento urbanístico. 
b) Los recursos contra las disposiciones generales emanadas de las Comunidades Autónomas y de 

las entidades locales. 
c) Los convenios entre Administraciones Públicas cuyas competencias se ejerzan en el ámbito 

territorial de la correspondiente Comunidad Autónoma. 
d) La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la ley orgánica reguladora 

del derecho de reunión. 
 

34. A efectos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el Jurado Arbitral 
Laboral de Castilla-La Mancha: 
a) No está incluido en su ámbito de aplicación subjetiva. 
b) Forma parte del sector público, pero no es un poder adjudicador. 
c) Es una fundación pública y por tanto tiene la consideración de Administración Pública. 
d) Es un poder adjudicador no Administración Pública. 

 
35. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, un contrato que tenga 

por objeto la prestación de servicios jurídicos relacionados, de forma ocasional, con el ejercicio 
del poder público y un valor estimado de 250.000 euros: 
a) Está excluido de su ámbito de aplicación. 
b) Tendrá en todo caso la consideración de contrato privado. 
c) No se considera sujeto a regulación armonizada. 
d) Debe tramitarse necesariamente por procedimiento negociado sin publicidad. 
 

36. La división en lotes del objeto del contrato administrativo: 
a) Está expresamente prohibida por la Ley de Contratos del Sector Público. 
b) Constituye una excepción al principio de integridad del objeto del contrato, que impide el 

fraccionamiento del mismo con la finalidad de disminuir su cuantía. 
c) Es obligatoria siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan. 
d) Está permitida con carácter excepcional y solo en los supuestos tasados en la Ley de Contratos del 

Sector Público. 
 

37. La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, considera contratos menores: 
a) Los contratos que tienen por objeto compras corrientes de bienes disponibles en el mercado. 
b) Los contratos de concesión de servicios de valor estimado inferior a 15.000 euros. 
c) Los contratos de suministros de valor estimado inferior a 18.000 euros. 
d) Los contratos de obras de valor estimado inferior a 40.000 euros. 
 

38. En los procedimientos de adjudicación abierto o restringido, la valoración de los criterios de 
adjudicación del contrato administrativo cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, 
cuando tengan atribuida una ponderación mayor que la correspondiente a los criterios 
evaluables de forma automática, se realizará por: 
a) Un comité de expertos o un organismo técnico especializado identificado en los pliegos. 
b) La mesa de contratación. 
c) El órgano de contratación. 
d) Los servicios técnicos adscritos al órgano proponente de la contratación. 
 

39. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, podrá ser objeto del 
recurso especial en materia de contratación la siguiente actuación de los órganos de 
contratación de las Administraciones Públicas: 
a) Los acuerdos de prórroga. 
b) La formalización de encargos a medios propios que no cumplan los requisitos legales. 
c) Los acuerdos de revisión de precios. 
d) Los acuerdos de resolución contractual. 
 

40. Con carácter general, los contratos administrativos de servicios de prestación sucesiva tendrán 
una duración máxima de: 
a) Siete años, incluidas sus posibles prórrogas. 
b) Seis años, incluidas sus posibles prórrogas. 
c) Cinco años, incluidas sus posibles prórrogas. 
d) Cuatro años, incluidas sus posibles prórrogas. 
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41. Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, a efectos de la 
elaboración de los proyectos, las obras necesarias para enmendar un menoscabo producido en 
el tiempo por el natural uso del bien se clasifican como: 
a) Obras de primer establecimiento. 
b) Obras de reparación simple. 
c) Obras de reforma o restauración. 
d) Obras de conservación o mantenimiento. 
 

42. Constituye una especialidad de los contratos administrativos de servicios que conlleven 
prestaciones directas a favor de la ciudadanía: 
a) Que los bienes afectos a dichos servicios podrán ser objeto de embargo. 
b) Que, con carácter general, serán prestados en dependencias o instalaciones diferenciadas de las 

de la propia Administración contratante. 
c) Que deben ser adjudicados necesariamente mediante procedimiento restringido. 
d) Que pueden ser modificados directamente por el órgano de contratación sin sujetarse al 

procedimiento establecido a tal efecto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector 
público. 

 
43. El órgano instructor del procedimiento administrativo sancionador: 

a) Podrá resolver la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin formular 
propuesta de resolución, cuando a la vista de la instrucción del procedimiento, albergue dudas 
razonables sobre que los hechos probados constituyan infracción administrativa. 

b) Podrá resolver la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin formular 
propuesta de resolución, cuando durante la instrucción del procedimiento no se haya podido 
identificar a la persona o personas responsables. 

c) Podrá resolver la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin formular 
propuesta de resolución, únicamente cuando haya sido habilitado expresamente para ello por parte 
del órgano competente para resolver. 

d) No podrá resolver por si mismo, en ningún caso, la finalización del procedimiento sin formular 
propuesta de resolución. 

 
44. Cuando las leyes que las establezcan no fijen los plazos de prescripción de las sanciones 

administrativas, éstas prescribirán en los siguientes plazos: 
a) Cinco años las impuestas por infracciones muy graves, tres años las impuestas por infracciones 

graves, y un año las impuestas por infracciones leves. 
b) Tres años las impuestas por infracciones muy graves, dos años las impuestas por infracciones 

graves y un año las impuestas por infracciones leves. 
c) Dos años las impuestas por infracciones muy graves, un año las impuestas por infracciones graves 

y seis meses las impuestas por infracciones leves. 
d) Tres años las impuestas por infracciones muy graves, dos años las impuestas por infracciones 

graves y seis meses las impuestas por infracciones leves. 
 

45. La participación de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en 
consorcios con otras Administraciones Públicas y con entidades privadas para fines de interés 
público o utilidad social, deberá ser autorizada por: 
a) Las Cortes de Castilla-La Mancha. 
b) El Consejo de Gobierno. 
c) La persona titular de la Consejería competente en materia de hacienda. 
d) La persona titular de la Consejería competente en materia de hacienda cuando la participación en 

el consorcio lo sea exclusivamente con otras Administraciones Públicas, y el Consejo de Gobierno 
cuando en el consorcio participen entidades privadas. 

 
46. ¿Cuál de los siguientes es un organismo autónomo del sector público regional de la Comunidad 

Autónoma Castilla-La Mancha? 
a) Jurado Arbitral Laboral de Castilla-La Mancha. 
b) Agencia del Agua de Castilla-La Mancha. 
c) Infraestructuras del Agua de Castilla-La Mancha. 
d) Instituto de Promoción Exterior de Castilla-La Mancha. 
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47. De acuerdo con lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-Mancha, las 
subvenciones que tengan asignación nominativa en los Presupuestos Generales de Castilla-La 
Mancha: 
a) Serán concedidas, en todo caso, mediante el procedimiento ordinario de concurrencia. 
b) Deberán ser concedidas mediante el procedimiento simplificado de concurrencia. 
c) Podrán ser objeto de concesión directa y su objeto deberá quedar determinado en el convenio o 

resolución de concesión. 
d) Podrán ser objeto de concesión directa siempre que medie un Decreto del Consejo de Gobierno, en 

el que se incluyan las normas especiales que, con el carácter de bases reguladoras, resulten 
aplicables a su concesión. 

 
48. Según el reglamento por el que se desarrolla el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de 

Castilla-La Mancha en materia de subvenciones, las fundaciones del sector público regional: 
a) Podrán conceder subvenciones, previa autorización de la persona titular de la Consejería 

competente en materia de hacienda. 
b) Podrán conceder subvenciones, previa autorización del Consejo de Gobierno. 
c) Podrán hacer entregas dinerarias sin contraprestación, pero en ningún caso conceder 

subvenciones, al carecer de potestades administrativas. 
d) No podrán conceder ningún tipo de ayudas, al carecer de potestades administrativas. 
 

49. En la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, la aprobación de los 
planes estratégicos de subvenciones corresponde a: 
a) El Consejo de Gobierno. 
b) La persona titular de la Consejería competente en materia de hacienda. 
c) Las personas titulares de las Consejerías responsables de su ejecución. 
d) La Intervención General de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
 

50. Cuando la subvención tenga por objeto la financiación de actividades a desarrollar por el 
solicitante y el importe de la subvención resultante de la propuesta de resolución provisional sea 
inferior al que figura en la solicitud presentada, ¿se podrá instar del beneficiario la reformulación 
de su solicitud? 
a) No, la reformulación de las solicitudes de subvención no está permitida en ningún caso. 
b) Sí, cuando así se haya previsto en la convocatoria. 
c) Sí, cuando así se haya previsto en las bases reguladoras. 
d) Sí, siempre que los compromisos económicos a asumir por el beneficiario sean superiores en más 

de un cincuenta por ciento al importe de la subvención propuesta. 
 

51. Es un principio de gestión y administración de los bienes y derechos demaniales por las 
Administraciones Públicas: 
a) La eficiencia y economía en su gestión. 
b) La eficacia y rentabilidad de su explotación. 
c) La aplicación efectiva al uso general o al servicio público, sin más excepciones que las derivadas 

de razones de interés público debidamente justificadas. 
d) La dedicación preferente al uso privativo. 
 

52. Indique cual de las siguientes afirmaciones, relativas al Inventario General de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha, es correcta: 
a) Incluye la totalidad de los bienes y derechos que integran el patrimonio de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha, con la única excepción de los bienes fungibles. 
b) Tiene la consideración de registro público. 
c) Los datos que constan en el mismo surtirán efectos frente a terceros. 
d) Los datos e informaciones que constan en el mismo no podrán ser utilizados para hacer valer 

derechos frente a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
 

53. Los particulares tienen derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas 
correspondientes de las lesiones que sufran en sus bienes o derechos, siempre que la lesión 
sufrida sea consecuencia: 
a) Del funcionamiento anormal de los servicios públicos, pero no así de su funcionamiento normal. 
b) Del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, incluso en los casos de fuerza 

mayor. 
c) Del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, aunque los particulares tengan el 

deber jurídico de soportar el daño de acuerdo con la Ley. 
d) Del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, salvo en los casos de fuerza mayor 

o de daños que los particulares tengan el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. 
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54. La indemnización derivada de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas: 
a) Podrá sustituirse por una compensación en especie cuando resulte más adecuado para la debida 

reparación, a criterio de la Administración y sin necesidad de acuerdo con el interesado. 
b) Podrá ser abonada mediante pagos periódicos, cuando convenga al interés público, a criterio de la 

Administración y sin necesidad de acuerdo con el interesado. 
c) Podrá ser sustituida por una compensación en especie o abonada mediante pagos periódicos, 

cuando resulte más adecuado para la debida reparación y convenga al interés público, siempre que 
exista acuerdo con el interesado. 

d) Podrá ser sustituida por una compensación en especie cuando resulte más adecuado para la 
debida reparación y medie acuerdo con el interesado, pero en ningún caso podrá ser objeto de 
abono mediante pagos periódicos. 

 
55. De conformidad con lo dispuesto en la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación 

forzosa, declarada la utilidad pública o el interés social del fin a que haya de afectarse el objeto 
expropiado, la obligación de formular una relación concreta e individualizada de los bienes  o 
derechos que considere de necesaria expropiación recae sobre: 
a) La Administración expropiante. 
b) El beneficiario de la expropiación. 
c) Los titulares de los bienes o derechos expropiados. 
d) El Jurado Provincial de Expropiación. 
 

56. Cuando proceda la reversión de los bienes expropiados como consecuencia de la desafectación 
al fin que justificó la expropiación, el plazo para que el dueño primitivo o sus causahabientes 
puedan solicitar la reversión, a contar desde la fecha en que la Administración notifique la 
desafectación, será de: 
a) Quince días. 
b) Un mes. 
c) Tres meses. 
d) Seis meses. 
 

57. Señale cual de las siguientes afirmaciones, relativas al personal eventual al servicio de las 
Administraciones Públicas, es correcta: 
a) La relación de servicios del personal eventual queda sujeta a la legislación laboral, siendo de 

aplicación supletoria lo dispuesto en el Estatuto Básico del Empleado Público. 
b) La condición de personal eventual podrá constituir mérito para la promoción interna cuando así se 

prevea en las bases reguladoras de los procesos selectivos. 
c) La condición de personal eventual podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública 

cuando así se establezca en la legislación autonómica sobre empleo público. 
d) Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el 

régimen general de los funcionarios de carrera. 
 

58. Según la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, en el ámbito de 
la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, el ejercicio de las 
funciones directivas que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las 
potestades públicas: 
a) Queda reservado a las personas titulares de los órganos directivos de la Administración regional. 
b) Corresponde en exclusiva al personal funcionario. 
c) Puede llevarse a cabo, excepcionalmente, por personal directivo profesional que carezca de la 

condición de funcionario público. 
d) Puede llevarse a cabo tanto por personal funcionario como por personal eventual. 
 

59. Conforme a lo dispuesto en la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La 
Mancha, la aprobación de la oferta de empleo público: 
a) No comporta la obligación de convocar los correspondientes procesos selectivos. 
b) Comporta exclusivamente la obligación de convocar los procesos selectivos para las plazas 

comprometidas. 
c) Comporta la obligación de convocar los procesos selectivos para las plazas comprometidas y hasta 

un cinco por ciento adicional de las ofertadas. 
d) Comporta la obligación de convocar los procesos selectivos para las plazas comprometidas y hasta 

un diez por ciento adicional de las ofertadas. 
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60. Los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha ¿pueden 
conceder la rehabilitación de la condición de funcionario a quien la hubiera perdido? 
a) No, en ningún caso. 
b) Únicamente cuando la causa hubiese sido la jubilación por incapacidad permanente, desparecida la 

causa objetiva que la motivo y a petición de la persona interesada. 
c) Únicamente cuando la causa hubiese sido la pérdida de la nacionalidad española y a petición de la 

persona interesada. 
d) Excepcionalmente, cuando la causa hubiese sido la condena a la pena principal o accesoria de 

inhabilitación, atendiendo a las circunstancias y entidad del delito cometido. 
 

61. Conforme a la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, indique 
cual de las siguientes afirmaciones, relativas a la situación administrativa de excedencia por 
cuidado de familiares, es correcta: 
a) Conlleva reserva de la plaza que se desempeñaba únicamente durante el primer año de 

excedencia. 
b) El tiempo de permanencia en esta situación se computa a efectos de cumplimiento del periodo 

mínimo de servicios efectivos para solicitar el pase a la situación de excedencia voluntaria por 
interés particular. 

c) El derecho de acceso a esta situación administrativa solo podrá ser reconocido a favor de una 
persona funcionaria en virtud de cada sujeto causante. 

d) El personal en esta situación no podrá participar en los cursos de formación que se convoquen. 
 

62. Según la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, la suspensión 
firme de funciones impuesta en virtud de sanción disciplinaria: 
a) No conlleva, en ningún caso, la pérdida del puesto de trabajo. 
b) Conlleva, en todo caso, la pérdida del puesto de trabajo. 
c) Conlleva la pérdida del puesto de trabajo cuando su duración sea superior a seis meses. 
d) Conlleva la perdida del puesto de trabajo, cualquiera que sea su duración, cuando dicho puesto 

haya sido obtenido por concurso. 
 

63. El plazo de prescripción de las faltas disciplinarias tipificadas como graves en la Ley 4/2011, de 
10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, es de: 
a) Seis meses. 
b) Un año. 
c) Dos años. 
d) Tres años. 
 

64. La aprobación definitiva de los proyectos de singular interés previstos en el Texto Refundido de 
la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, 
corresponde a: 
a) El pleno del Ayuntamiento del municipio concernido. 
b) La Consejería competente en materia territorial  y urbanística. 
c) La Comisión Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo. 
d) El Consejo de Gobierno de Castilla-La Mancha. 
 

65. Conforme al Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística 
de Castilla-La Mancha, en el caso de parcelaciones en suelo rústico protegido, la Administración 
podrá ordenar la restauración de la legalidad territorial y urbanística que hubiera sido vulnerada: 
a) En cualquier momento. 
b) Únicamente en el plazo de cuatro  años a contar desde la realización de dichas parcelaciones. 
c) Únicamente en el plazo de cinco años a contar desde la realización de dichas parcelaciones. 
d) Únicamente en el plazo de ocho años a contar desde la realización de dichas parcelaciones. 
 

66. De acuerdo con la legislación urbanística de Castilla-La Mancha, los Estudios de Detalle: 
a) Podrán alterar la calificación del suelo sin limitación alguna, siempre que medie autorización 

expresa de la Comisión Regional de Ordenación Territorial y Urbanismo. 
b) Podrán alterar la calificación del suelo cuando dicha alteración tenga por finalidad la ampliación de 

viales u otras dotaciones públicas que precisare la remodelación tipológica o morfológica del 
volumen ordenado, sin alterar la funcionalidad de los previstos en el plan. 

c) Podrán alterar la calificación del suelo cuando dicha alteración tenga por finalidad la creación de 
nuevos espacios protegidos en suelo rústico. 

d) No podrán alterar en ningún caso la calificación del suelo. 
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67. Según la Ley 2/2002, de 7 de febrero, por la que se establecen y regulan las diversas 

modalidades de viviendas de protección pública en Castilla-La Mancha, podrán ser propietarias 
de las viviendas con protección pública: 
a) Únicamente las Administraciones Públicas y demás entidades de derecho público. 
b) Solo las personas físicas. 
c) Solo las personas físicas o jurídicas privadas. 
d) Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas. 
 

68. El Consejo de Museos de Castilla-La Mancha es: 
a) La entidad representativa de las instituciones museísticas de titularidad privada. 
b) El órgano colegiado competente para el reconocimiento oficial de instituciones museísticas. 
c) El órgano colegiado competente para ejercer los derechos de tanteo y retracto sobre bienes 

culturales y autorizar los depósitos de bienes culturales de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha y su traslado temporal. 

d) El órgano consultivo de las instituciones museísticas de Castilla-La Mancha. 
 

69. ¿Qué competencias atribuye el Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha a la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de agricultura, ganadería e industrias 
agroalimentarias? 
a) Ninguna. 
b) Únicamente competencias de ejecución de la legislación estatal y de la política agraria de la Unión 

Europea. 
c) Competencias exclusivas, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 
d) Competencias exclusivas y excluyentes, sin sujeción a condicionamiento normativo alguno. 
 

70. Conforme a la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza, ¿cuál de las 
siguientes categorías de espacios naturales protegidos requiere para su declaración de la previa 
aprobación de un Plan de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN) para la zona afectada? 
a) Los paisajes protegidos. 
b) Los parajes naturales. 
c) Las reservas naturales. 
d) Ninguna de las anteriores, al estar limitada dicha obligación a la declaración de los parques 

naturales. 
 

71. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 8/2002, de 23 de mayo, de Coordinación de Policías 
Locales de Castilla-La Mancha, el personal de los Cuerpos de Policía Local: 
a) Puede prestar servicio como funcionario público o como contratado laboral, conforme a cualquiera 

de las modalidades de contratación previstas en la normativa laboral vigente. 
b) Puede prestar servicio como funcionario público de carrera o como contratado laboral, siempre que, 

en este último caso, lo sea en régimen de contratación indefinida. 
c) Ha de ser funcionario público de carrera, estando prohibida tanto su contratación en régimen de 

derecho laboral como su nombramiento como funcionario interino. 
d) Ha de ser funcionario público, admitiéndose su nombramiento como funcionario interino pero no su 

contratación como personal laboral. 
 

72. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 9/2003, de 20 de marzo, de Vías Pecuarias de Castilla-La 
Mancha, el trazado de las vías pecuarias: 
a) No podrá ser modificado en ningún caso, al tratarse de bienes de dominio público. 
b) Solo podrá ser modificado cuando concurran razones de utilidad pública. 
c) Solo podrá ser modificado cuando concurran razones de utilidad pública o interés social. 
d) Podrá ser modificado, excepcionalmente y de forma motivada, por interés particular. 
 

73. Conforme a las disposiciones reguladoras de la estructura y competencias de la Administración 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, las competencias en materia de industria 
están residenciadas en: 
a) La Consejería de Fomento. 
b) La Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas. 
c) La Consejería Economía, Empresas y Empleo. 
d) La Consejería de Desarrollo Sostenible. 
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74. Según la Ley 8/2000, de 30 de noviembre, de Ordenación Sanitaria de Castilla-La Mancha, la 
Atención Especializada se prestará en: 
a) Los Consultorios Locales. 
b) Los Centros de Salud. 
c) Los Servicios de Emergencia. 
d) Los Hospitales y los Centros Especializados de Diagnóstico y Tratamiento. 
 

75. Según el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, los trabajos familiares: 
a) Están, en todo caso, excluidos del ámbito de aplicación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 

de los Trabajadores. 
b) Están incluidos en el ámbito de aplicación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores cuando se demuestre la condición de asalariado de quienes los lleven a cabo. 
c) Están incluidos en el ámbito de aplicación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores siempre que el trabajador conviva con el empresario. 
d) Se consideran una relación laboral de carácter especial. 
 

76. Conforme al Estatuto de los Trabajadores, en los convenios colectivos sectoriales están 
legitimados para negociar en representación de los trabajadores: 
a) El comité de empresa, los delegados de personal, en su caso, o las secciones sindicales si las 

hubiere, que en su conjunto sumen la mitad de los miembros del comité. 
b) Los sindicatos que cuenten con un mínimo del diez por ciento de los miembros de los comités de 

empresa o delegados de personal en el ámbito geográfico y funcional al que se refiere el convenio. 
c) El comité de empresa, los delegados personal, en su caso, y las secciones sindicales, si las 

hubiere, que en su conjunto sumen la mayoría de los miembros del comité. 
d) Los sindicatos que cuenten con un mínimo del cinco por ciento de los miembros de los comités de 

empresa o delegados de personal en el ámbito geográfico y funcional al que se refiere el convenio. 
 

77. De conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores, el contrato de trabajo 
deberá: 
a) Formalizarse por escrito cuando se trate de contratos por tiempo determinado cuya duración sea 

superior a una semana. 
b) Formalizarse por escrito cuando lo solicite cualquiera de las partes, siempre que aún no se haya 

iniciado la relación laboral. 
c) Formalizarse por escrito, con excepción de los contratos de trabajadores que trabajen a distancia. 
d) Formalizarse por escrito cuando el contrato sea a tiempo parcial. 
 

78. Según el Estatuto de los Trabajadores, indique cuál de las siguientes afirmaciones, relativas al 
contrato de relevo, es correcta: 
a) Deberá celebrarse en todo caso con un trabajador en situación de desempleo. 
b) El horario del trabajador relevista podrá completar el del trabajador sustituido, pero no 

simultanearse con él. 
c) El puesto de trabajo del trabajador relevista no podrá ser el mismo que el del trabajador sustituido. 
d) La duración de la jornada no podrá ser inferior a la reducción de jornada acordada por el trabajador 

sustituido. 
 

79. En defecto de previsión en convenio colectivo o de acuerdo entre la empresa y los 
representantes de los trabajadores sobre la distribución irregular de la jornada a lo largo del año, 
la empresa: 
a) Podrá distribuir de manera irregular a lo largo del año hasta el diez por ciento de la jornada de 

trabajo. 
b) No podrá distribuir  en ningún caso de manera irregular a lo largo del año la jornada de trabajo. 
c) Podrá distribuir de manera irregular a lo largo del año la jornada de trabajo sin otra limitación que la 

comunicación previa a la autoridad laboral. 
d) Podrá distribuir de manera irregular a lo largo del año la totalidad de la jornada de trabajo, 

respetando los periodos mínimos de descanso y los preavisos establecidos al efecto en el Estatuto 
de los Trabajadores. 
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80. Según el Estatuto de los Trabajadores, cuando el despido sea declarado improcedente ¿se podrá 
optar por la readmisión del trabajador? 
a) No, deberá procederse en todo caso al abono de la indemnización que resulte procedente. 
b) Sí, correspondiendo a la empresa la facultad de optar por la readmisión salvo que el despedido sea 

un representante legal de los trabajadores o un delegado sindical. 
c) Si, correspondiendo en todo caso al trabajador la facultad de optar por la readmisión. 
d) Únicamente cuando así se determine expresamente en la sentencia que declare el despido 

improcedente, en la que deberá indicarse si la facultad de optar por la readmisión corresponde a la 
empresa o al trabajador. 

 
81. Se incluye en el ámbito funcional y personal de aplicación del VIII Convenio Colectivo para el 

personal laboral al servicio de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha: 
a) El personal laboral del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha. 
b) El personal laboral que preste servicios en las fundaciones incluidas en el sector público regional. 
c) El personal laboral que preste sus servicios en el extranjero. 
d) El profesorado de religión dependiente de la Consejería competente en materia educativa. 
 

82. Conforme a lo dispuesto en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, 
en relación con la competencia territorial de los Juzgados de lo Social, con carácter general, será 
juzgado competente: 
a) El del lugar de prestación de los servicios o el del domicilio del demandante, a elección de este 

último. 
b) El del domicilio del demandado o el del domicilio del demandante, a elección de este último. 
c) El del lugar de prestación de servicios o el del domicilio del demandado, a elección de este último. 
d) El del lugar de prestación de los servicios o el del domicilio del demandado, a elección del 

demandante. 
 

83. De conformidad con lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
en el Régimen General de la Seguridad Social la duración máxima de la incapacidad temporal 
derivada de enfermedad profesional es de: 
a) Seis meses, prorrogables por otros seis meses cuando se presuma que durante ellos el trabajador 

puede ser dado de alta médica por curación. 
b) Doce meses, prorrogables por otros tres meses cuando se presuma que durante ellos puede el 

trabajador se dado de alta médica por curación. 
c) Trescientos sesenta y cinco días, prorrogables por otros ciento ochenta días cuando se presuma 

que durante ellos puede el trabajador ser dado de alta médica por curación 
d) Trescientos sesenta y cinco días, prorrogables por otros noventa días cuando se presuma que 

durante ellos puede el trabajador ser dado de alta médica por curación. 
 

84. En relación con el pago de las obligaciones, el Código Civil establece que: 
a) El pago solo podrá llevarse a cabo por el deudor o sus causahabientes. 
b) Puede hacer el pago cualquier persona con interés en el cumplimiento de la obligación siempre que 

dicho pago sea aprobado por el deudor. 
c) Puede hacer el pago cualquier persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la obligación, ya 

lo conozca y lo apruebe, o ya lo ignore el deudor. 
d) El que pague en nombre del deudor, aun ignorándolo éste, podrá compeler al acreedor a 

subrogarle en sus derechos. 
 

85. Conforme al Código Civil, la acción de nulidad de los contratos por falsedad de la causa 
caducará a los: 
a) Cuatro años, a contar desde la celebración del contrato. 
b) Cuatro años, a contar desde la consumación del contrato. 
c) Cinco años, a contar desde la celebración del contrato. 
d) Cinco años, a contar desde la consumación del contrato. 
 

86. Según el Código Civil, en el contrato de compraventa: 
a) Los gastos de otorgamiento de escrituras serán de cuenta del vendedor y los demás posteriores a 

la venta serán de cuenta del comprador, salvo pacto en contrario. 
b) Los gastos de otorgamiento de escrituras serán de cuenta del comprador y los demás posteriores a 

la venta serán de cuenta del vendedor, salvo pacto en contrario. 
c) Los gastos de otorgamiento de escrituras serán de cuenta del vendedor y los demás posteriores a 

la venta serán de cuenta del comprador, sin posibilidad de pacto en contrario. 
d) Los gastos de otorgamiento de escrituras serán de cuenta del comprador y los demás posteriores a 

la venta serán de cuenta del vendedor, sin posibilidad de pacto en contrario. 
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87. Las sociedades de capital en las que el capital, dividido en acciones, está integrado por las 

aportaciones de todos los socios, uno de los cuales, al menos, responde personalmente de las 
deudas sociales como socio colectivo, se denominan: 
a) Sociedades anónimas. 
b) Sociedades de responsabilidad limitada. 
c) Sociedades comanditarias por acciones. 
d) Sociedades colectivas. 
 

88. El marco presupuestario a medio plazo que constituye el escenario de referencia en el que se 
integran los presupuestos generales anuales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
y que debe ser confeccionado con anterioridad al proceso de elaboración de estos últimos, debe 
abarcar al menos un periodo de: 
a) Tres años. 
b) Cuatro años. 
c) Cinco años. 
d) Seis años. 
 

89. Conforme a lo dispuesto en el artículo 135 de la Constitución, ¿pueden superarse los límites de 
déficit estructural y de volumen de deuda pública? 
a) Sí, en cualquier circunstancia, siempre que concurra el acuerdo mayoritario del Congreso. 
b) Sí, en caso de recesión económica grave que perjudique ostensiblemente la situación financiera del 

Estado, apreciada por mayoría simple del Congreso y del Senado. 
c) Sí, en situación de emergencia extraordinaria que escape al control del Estado y perjudique 

considerablemente la sostenibilidad económica o social del mismo, apreciada por mayoría absoluta 
de los miembros del Congreso. 

d) No, en ningún caso, salvo que medie autorización expresa de la Comisión Europea. 
 

90. Conforme a la normativa sobre estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, en caso de 
incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de la 
regla de gasto, la Administración incumplidora deberá formular un: 
a) Plan de ajuste. 
b) Plan de seguimiento. 
c) Plan económico-financiero. 
d) Plan de equilibrio. 
 

91. Conforme a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en 
relación con la especialidad cualitativa de los créditos, en todo caso los créditos declarados 
ampliables en virtud de ley, tendrán carácter vinculante: 
a) A nivel de capítulo. 
b) A nivel de artículo. 
c) A nivel de concepto. 
d) Con el nivel de desagregación económica con que aparezcan en los estados de gastos del 

presupuesto. 
 

92. Los estados de ingresos de los Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-
La Mancha se estructuran siguiendo las clasificaciones: 
a) Orgánica y funcional. 
b) Orgánica y económica. 
c) Económica y funcional. 
d) Orgánica, económica y funcional. 
 

93. Conforme al Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, la gestión del 
presupuesto de ingresos se realizará a través de las siguientes fases: 
a) Autorización, compromiso y extinción del derecho. 
b) Autorización del ingreso y ejecución del ingreso. 
c) Reconocimiento del derecho y pago material. 
d) Reconocimiento del derecho y extinción del derecho. 
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94. A tenor del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha ¿cuál de las siguientes 
afirmaciones, relativas a los anticipos de caja fija, es correcta? 
a) Tendrán las consideración de operaciones extrapresupuestarias. 
b) Tienen por objeto atender el pago de gastos de carácter puntual y extraordinario. 
c) Sus fondos no formarán parte de la Tesorería. 
d) Con cargo a los mismos podrán hacerse pagos individualizados de hasta 6.000 euros, cualquiera 

que sea el objeto de tales pagos. 
 

95. Conforme a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en 
materia de control interno, las empresas públicas regionales, así como las fundaciones y los 
consorcios que integran el sector público regional, estarán sometidos a: 
a) Fiscalización previa. 
b) Fiscalización limitada previa. 
c) Control financiero permanente. 
d) Control financiero posterior. 
 

96. Los tributos cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de un 
beneficio o de un aumento de valor de sus bienes como consecuencia del establecimiento o 
ampliación de servicios públicos, se denominan: 
a) Impuestos. 
b) Tasas. 
c) Contribuciones especiales. 
d) Precios públicos. 
 

97. La Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha tiene cedido el rendimiento de los siguientes 
tributos estatales: 
a) El impuesto sobre determinadas actividades que inciden en el medio ambiente. 
b) El canon eólico. 
c) El impuesto especial sobre la Electricidad. 
d) Los tributos sobre el Juego, únicamente con carácter parcial, en el porcentaje del cincuenta por 

ciento. 
 
98. La reforma de la Constitución: 

a) Podrá iniciarse durante la vigencia de los estados de alarma, excepción o sitio. 
b) Podrá iniciarse durante la vigencia de los estados de alarma o excepción, pero no durante la 

vigencia del estado de sitio. 
c) Podrá iniciarse durante vigencia del estado de alarma, pero no durante la vigencia de los estados 

de excepción o de sitio. 
d) No podrá iniciarse durante la vigencia de los estados de alarma, excepción o sitio. 
 

99. Están legitimados para plantear el conflicto en defensa de la autonomía local ante el Tribunal 
Constitucional: 
a) Un número de municipios que supongan al menos una décima parte de los existentes en el ámbito 

territorial de aplicación de la disposición impugnada y que representen, como mínimo, un séptimo 
de la población oficial del ámbito territorial correspondiente. 

b) Un número de municipios que supongan al menos un séptimo de los existentes en el ámbito 
territorial de aplicación de la disposición impugnada y que representen, como mínimo, un sexto de 
la población oficial del ámbito territorial correspondiente. 

c) Un número de provincias que suponga al menos la mitad de las existentes en el ámbito territorial de 
aplicación de la disposición impugnada y que representen, como mínimo, dos tercios de la 
población oficial. 

d) Un número de provincias que suponga al menos las dos terceras partes de las existentes en el 
ámbito territorial de aplicación de la disposición impugnada y que representen, como mínimo, la 
mitad de la población oficial. 

 
100. De acuerdo con lo dispuesto en la Constitución, la alteración de los límites territoriales de las 

provincias: 
a) Podrá ser aprobada por ley de la asamblea legislativa de la Comunidad Autónoma, cuando dicha 

alternación solo afecte al territorio de una Comunidad Autónoma. 
b) Deberá ser aprobada en todo caso por las Cortes Generales mediante ley ordinaria. 
c) Deberá ser aprobada en todo caso por las Cortes Generales mediante ley orgánica. 
d) Deberá ser aprobada en todo caso por el Senado, mediante acuerdo adoptado por la mayoría 

absoluta de sus miembros. 
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101. Los policías locales de Castilla-La Mancha en situación de segunda actividad: 
a) Podrán participar en procedimientos de promoción interna o movilidad dirigidos a policías locales, 

sin limitación alguna. 
b) Podrán participar en procedimientos de promoción interna o movilidad dirigidos a policías locales, 

salvo que el pase a la situación de segunda actividad se produzca por la pérdida de las aptitudes 
psicofísicas para el desempeño de la función policial. 

c) No podrán participar en procedimientos de promoción interna pero sí en procedimientos de 
movilidad dirigidos a policías locales, salvo que el pase a la situación de segunda actividad venga 
motivado por la pérdida de las aptitudes psicofísicas para el desempeño de la función policial. 

d) No pondrán participar en procedimientos de promoción interna o movilidad dirigidos a policías 
locales, cualquiera que sea la causa del pase a la situación de segunda actividad. 

 
102. El deber de conservación y rehabilitación de los edificios a cargo de sus propietarios, que 

impone el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de 
Castilla-La Mancha: 
a) Es un deber absoluto y, en consecuencia, ajeno al coste económico que el mismo pueda conllevar. 
b) Alcanza hasta un límite representado por la mitad del valor de una construcción de nueva planta, 

con similares características e igual superficie útil o, en su caso, de idénticas dimensiones que la 
preexistente, cuya ocupación sea susceptible de autorización o su uso conforme a la Ley. 

c) Conlleva el derecho a ser indemnizado por la Administración del coste económico que represente, 
cuando este último exceda del 40 por ciento del valor de una construcción de nueva planta de 
similares características e igual superficie útil o, en su caso, de idénticas dimensiones que la 
preexistente, cuya ocupación sea susceptible de autorización o su uso conforme a la Ley. 

d) Resulta exigible a requerimiento expreso de la Administración actuante y hasta la límite del importe 
establecido por esta última en cada caso, mediante expediente contradictorio, en función de la 
naturaleza de la edificación. 

 
103. Según la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, ¿cuál de estas afirmaciones es 

correcta? 
a) Las fundaciones solo podrán constituirse por actos “inter vivos”. 
b) La dotación fundacional habrá de ser adecuada y suficiente para el cumplimiento de sus fines; 

presumiéndose suficiente cuando dicha dotación alcance los 6.000 euros. 
c) Las fundaciones tendrán personalidad jurídica desde la inscripción de la escritura pública de su 

constitución en el correspondiente Registro de Fundaciones. 
d) Los miembros Patronato de la fundación no podrán contratar en ningún caso con la misma. 
 

104. Conforme a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, indique cuál de los siguientes criterios, referido a la situación en el primer día del 
ejercicio presupuestario, es prioritario para determinar la Administración Pública de adscripción 
de los consorcios: 
a) Ostentar el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial. 
b) Financiar en mayor medida la actividad desarrollada por el consorcio. 
c) Disponer de la mayoría de votos en los órganos de gobierno. 
d) Tener mayor número de habitantes o mayor extensión territorial, dependiendo de si los fines del 

consorcio están orientados a la prestación de servicios a las personas o la realización de 
actuaciones sobre el territorio. 

 
105. Aunque sean susceptibles de valoración económica, en ningún caso podrán se objeto de 

aportación social en las sociedades de capital: 
a) Los bienes inmuebles. 
b) Los bienes muebles. 
c) Los derechos de crédito. 
d) El trabajo o los servicios. 
 

 


